
 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 
SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 

 
Medellín, diecisiete (17)  de enero de dos mil veintidós (2022) 
Ref.: Exp.: 05001 31 03 013 2019 00362 01 
Magistrado Ponente: JOSE OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Proceso: Declarativo responsabilidad civil extracontractual.    
Demandantes:  GILMA MAQUILON SALAS y otros.  
Demandados:   ORLANDO DIEZ AVALOS y otros 
EXTRACTO: 1. Tratándose de actividades peligrosas, dada la presunción de 

responsabilidad, a la víctima no le corresponde demostrar la culpa, 
pues solo debe probar: 1) la acción peligrosa; 2) el daño; y, 3) la 
relación de causalidad. El llamado a responder debe demostrar el 
rompimiento del nexo causal, que la conducta no le es atribuible, o no 
es el autor del daño. 
2. No obstante, se aplica la regla prevista en el artículo 2357 del C.C., 
en cuanto a que; “la apreciación del daño está sujeta a reducción, si el 
que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”.  
3. Cuando se demanda apoyándose en la existencia de una unión 
marital de hecho, la misma ha de ser probada en los términos 
legalmente establecidos.  
4. Para la fijación de los perjuicios morales, puede hacerse uso del 
arbitrio iudicis. Revoca para estimar parcialmente las pretensiones.  

 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Con fundamento en lo prescrito por el artículo inciso penúltimo del artículo 

327 del C. G. del P. y su remisión al artículo 373 ibidem, vistos en armonía 

con el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, se procede a resolver por 

escrito el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra 

la sentencia calendada el cinco (5) de abril de dos mil veintiuno (2021), 

proferida por el Juzgado Trece Civil del Circuito de Oralidad de Medellín. 

 

 

ANTECEDENTES 
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DE LA DEMANDA:  

 

 

GILMA  MAQUILÓN  SALAS, JUANA  ASPRILLA MAQUILÓN, 

FRANCISCA ASPRILLA MAQUILÓN, JHON CARLOS ASPRILLA 

MAQUILÓN, GILMA ASPRILLA MAQUILÓN,  KAREN  CRISTINA  

ASPRILLA  MAQUILÓN,  ANA  ISABEL  ASPRILLA  VERTEL,  

MARLENYS ASPRILLA PÉREZ, LAUDINO ASPRILLA PÉREZ, CORNELIA 

ASPRILLA MENA, YISNEY ASPRILLA CÓRDOBA y WILLIAM ASPRILLA 

ARAGÓN, la primera compañera  permanente de CLAUDINO ASPRILLA 

RIVAS y los demás hijos de este, promovieron proceso declarativo de 

responsabilidad civil extracontractual en contra de JESÚS GILBERTO 

SALAZAR GARCÍA, EMPRESA DE TAXIS BELÉN S.A.S., ORLANDO 

DÍEZ ÁVALOS, y la  COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., en sus 

condiciones de conductor, afiliadora, propietario, y aseguradora, 

respectivamente, todos ellos relacionados con el vehículo de servicio 

público tipo taxi de placas TSK 914, en los términos que se siguen 

exponiendo.  

 

Como pretensiones se deprecó: 

 

1. Se declare que JESÚS GILBERTO SALAZAR GARCÍA es civil y 

extracontractualmente responsable de los daños causados a los 

demandantes con la muerte de CLAUDINO ASPRILLA RIVAS, 

ocasionada en el accidente de tránsito ocurrido en Medellín el 31 de 

julio de 2017. 

 

2. Como consecuencia de lo anterior, se condene a todos los 

demandados indemnizar a los demandantes los perjuicios 

extrapatrimoniales causados (daño moral), lo que se tasó en el 
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equivalente de cien (100) Salarios Mínimos Legales Mensuales 

Vigentes (S.M.L.M.V.), para cada uno de ellos. 

 

La causa petendi se basó en que el 31 de julio de 2017, CLAUDINO 

ASPRILLA RIVAS transitaba como peatón por la carrera 62 frente a la 

nomenclatura 82C-172 de Medellín, y cuando intentaba cruzarla vía fue 

envestido por el vehículo de servicio público taxi de placas TSK 914 que 

era conducido por SALAZAR GARCÍA, afiliado a la EMPRESA DE TAXIS 

BELÉN S.A.S., lo que le produjo la muerte al primero. Tal rodante al 

momento del accidente era de propiedad de DIEZ ÁVALOS, y se 

encontraba asegurado por  COMPAÑÍA  MUNDIAL DE SEGUROS S.A.. 

 

Que mediante la Resolución 2018500362256, la Secretaría de  Movilidad 

de Tránsito de Medellín decidió no imputar responsabilidad  

contravencional de tránsito, aunque sancionó al conductor SALAZAR 

GARCÍA por  conducir con la licencia vencida (art. 131 lit. B, Num. 2° 

C.N.T), aunque tal autoridad desconoció que el vehículo tipo taxi circulaba 

a alta velocidad, y dejó dos huellas de arrastre o de frenado sobre la vía. 

 

Para el momento de su muerte el señor ASPRILLA RIVAS  tenía 82 años 

de edad, vivía en unión libre con  GILMA MAQUILÓN SALAS, con quien 

procreó cinco hijos: FRANCISCA, GILMA, JUANA , JHON CARLOS y 

KAREN  CRISTINA , aunque solo los tres últimos convivían con el 

causante. 

 

Que antes de la  convivencia con MAQUILÓN SALAS, don CLAUDINO 

había procreado a sus hijos: SABINO ASPRILLA VALDÉS,  ANA  ISABEL  

ASPRILLA  VERTEL, MARLENYS  ASPRILLA PÉREZ, LAUDINO 

ASPRILLA PÉREZ, CORNELIA ASPRILLA MENA, YISNEY ASPRILLA 

CÓRDOBA y WILLIAM ASPRILLA ARAGÓN  
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Que los demandantes tenían una muy buena relación con el señor 

ASPRILLA RIVAS, a quien consideraban muy buen esposo y padre, por lo 

que su muerte les causó gran tristeza  y dolor. 

 

 

DE LA CONTRADICCIÓN: 

 

 

ORLANDO DIEZ ÁVALOS contestó a la acción diciendo que es cierto lo del 

accidente; sin embargo, que se debió a la culpa exclusiva del peatón, 

sosteniendo que en la demanda se descontextualizó lo dicho por la 

autoridad de tránsito. Así, propuso como excepciones de mérito las que 

denominó: 

 

1. “CULPA ÚNICA, DETERMINANTE Y EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA 

DIRECTA, SEÑOR CLAUDINO ASPRILLA RIVAS – RUPTURA DEL 

NEXO CAUSAL- INCUMPLIMIENTO  A LA NORMA  DE TRÁNSITO, 

CRUCE POR UN LUGAR INDEBIDO, FALTA DE 

ACOMPAÑAMIENTO POR EDAD, LANZAMIENTO ALEATORIO A 

LA VÍA:”. Para ello argumentó que fue el comportamiento activo de 

CLAUDINO ASPRILLA RIVAS la única y exclusiva causa del 

accidente, al cruzar sin acompañamiento por un lugar indebido una 

vía de alto flujo vehicular, y lanzándose a la calle de forma aleatoria. 

 

2. “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEBIDO A LA AUSENCIA DE 

RESPONSABILIDAD POR PARTE DEL SEÑOR JESÚS GILBERTO 

SALAZAR GARCÍA, ORLANDO DIEZ ÁVALOS, EMPRESA DE 

TAXIS BELÉN S.A.S. Y COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., 

POR LA CONCURRENCIA DE LA CULPA ÚNICA, DETERMINANTE 

Y EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA DIRECTA”: Sosteniendo que dada la  

presencia de la causa extraña, no hay lugar a la indemnización 

pedida. 
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3. “INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL CON EL RESULTADO 

DAÑOSO – AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD”: Arguyendo que la 

víctima directa no tuvo la suficiente precaución al cruzar la vía, 

debido a su avanzada edad y  falta de acompañamiento. 

 

4. “PETICIÓN EXCESIVA DE PERJUICIOS”. Alegando que los 

perjuicios reclamados  son excesivos, lo que denota en los actores 

ánimo de provecho  indebido y enriquecimiento. 

 

5. “DESCUENTO DE SUMAS YA PAGADAS EFECTUADAS CON 

CARGO A LA PÓLIZA SOAT”, Indicando que si el vehículo se 

encontraba asegurado para el momento del accidente, es sensato 

pensar que los beneficiarios hicieron la respectiva reclamación, por lo 

que ese valor debe ser descontado en caso de estimarse las 

pretensiones. 

 

6. “REDUCCIÓN DE UNA POSIBLE INDEMNIZACIÓN”. Diciendo que 

en caso de demostrarse la culpa de los demandados, se deberá 

considerar que en la producción del hecho,  la víctima  tuvo un papel 

fundamental (culpa), como fue la violación del artículo 55 de la ley 

769  de 2002. 

 

7. “PAGO DE LO NO DEBIDO”. Afirmando que las sumas dinerarias 

solicitadas, no están acorde con la realidad. 

 

8. “LA GENÉRICA”, según resulte probado. 

 

La EMPRESA DE TAXIS BELEN S.A.S. indicó que la culpa exclusiva del 

accidente la tuvo la víctima ASPRILLA RIVAS,  quien  cruzó una vía de alto 

flujo vehicular por lugar en el que se encuentra prohibido el cruce peatonal; 

que el conductor del vehículo iba a la celeridad permitida; y el testigo 



6  05001 31 03 013 2019 00362 01 
 

 

 

  

EDINSON CASTRO GONZÁLEZ habló respecto a la velocidad basado en 

suposiciones. Así propuso como excepciones de fondo: 

 

1. “AUSENCIA DE GUARDA MATERIAL EN CABEZA DE LA 

EMPRESA TAXIS BELÉN S.A.S.”: Argumentando que las empresas 

afiliadoras de vehículos destinados al servicio público no tienen el 

poder de dirección, control ni vigilancia sobre los rodantes, lo que 

desvirtúa la presunción de guarda material. 

 

2. “EL NEXO DE CAUSALIDAD NO SE PRESUME”: Diciendo que la 

parte demandante debe acreditar  la relación causa-efecto entre el 

daño y la acción del demandado. Tratándose  del ejercicio de 

actividades peligrosas  el debate debe darse en el terreno de la 

causalidad, y en ese sentido no se puede condenar con simples 

conjeturas, sino demostrar la relación de causalidad que permita 

imputar el daño a la conducta de agente generador. 

 

3. “CAUSA EXTRAÑA - HECHO EXCLUSIVO DEL VÍCTIMA”:  

afirmando que el señor ASPRILLA RIVAS fue quien aportó la única 

causa del fatídico accidente, siendo él quien se expuso y asumió los 

riesgos al cruzar la vía de forma descuidada. 

 

4. “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN  A INDEMNIZAR O REBAJA 

AL MONTO A INDEMNIZAR”: Alegando que en el remoto evento que 

se ordene indemnizar, se deberá rebajar la respectiva suma, porque 

la víctima se expuso imprudentemente  al resultado. 

 

5. “SUJECIÓN A LAS CONDICIONES DEL CONTRATO DE 

AFILIACIÓN EN TRATÁNDOSE DEL PAGO DE PERJUICIOS”: 

Arguyendo que conforme el contrato de afiliación suscrito por las 

partes,  las condenas judiciales por procesos de responsabilidad civil 

extracontractual serán asumidas por el propietario del vehículo. 
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6. “FALTA DE IDONEIDAD PROBATORIA DE LOS ANEXOS QUE 

SOPORTAN LA SUPUESTA INFRACCIÓN CONTRAVENCIONAL 

POR PARTE DEL SEÑOR JESÚS GILBERTO SALAZAR GARCÍA”. 

Para lo que dijo que la parte actora pretende probar el exceso de 

velocidad con fórmulas carentes de certificación. La técnica correcta 

es la reconstrucción de accidentes de tránsito (RAT). 

 

7. “ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA O COBRO DE LO NO DEBIDO.”, 

sosteniendo que las pretensiones no solo carecen de causa jurídica 

sino también fáctica. 

 

8. “CUALQUIER OTRO HECHO QUE SE DEMUESTRE O QUE SE 

OPONGA DEBIDAMENTE” 

 

La codemandada MUNDIAL DE SEGUROS S.A. señaló como cierta la 

ocurrencia del accidente, pero refirió como causa determinante el actuar de 

la víctima al intentar cruzar una vía rápida por lugar inadecuado o 

prohibido; en esos términos propuso como excepciones las que denominó: 

 

1. “PRESCRIPCIÓN”: indicando que tal institución se debe aplicar 

respecto a los conceptos que hayan sido objeto de ese fenómeno. 

 

2. “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”. Señalando que no hay 

prueba que acredite que el accidente ocurrió por culpa del conductor 

asegurado, y por el contrario, hay claridad que el suceso se produjo 

por circunstancias atribuibles exclusivamente a la víctima. 

 

3. “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN POR EXCLUSIÓN EN LA 

PÓLIZA”. Para lo que sostuvo que el conductor SALAZAR GARCÍA 

portaba licencia de conducción vencida, lo que constituye la exclusión 

N° 2.15 en el contrato de seguro. 
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4. “LÍMITE ASEGURADO”. Arguyendo que en el evento de 

condenársele,  se debe tener en cuenta el límite  de la 

responsabilidad patrimonial del asegurado, así como el deducible. 

 

Previo emplazamiento del codemandado JESÚS GILBERTO SALAZAR 

GARCÍA, se le nombró Curador Ad Litem quien contestó a la demanda y 

propuso como excepción de fondo la que llamó “INEXISTENCIA DE LA 

EXISTENCIA DE LA SOCIEDAD MARITAL DE HECHO DE LA 

DEMANDANTE GILMA MAQUILÓN SALAS”, para lo que arguyó que no 

está demostrada la sociedad con el fallecido, e indicada en el intitulado. 

 

 

DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA: 

  

 

Los codemandados ORLANDO DIEZ ÁVALOS y  la  EMPRESA DE TAXIS 

BELÉN S.A., llamaron en garantía a la COMPAÑÍA MUNDIAL DE 

SEGUROS S.A.,  quien presentó ídem excepciones a las propuestas en la 

contestación de la demanda. 

 

 

DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

 

 

La a quo comenzó por indicar los fundamentos normativos de la acción en 

estudio (artículos 2341 y 2356 del C.C.), así como lo relativo a actividades 

peligrosas y la colisión de estas, para luego adentrarse en los 

presupuestos de la acción.   

 

Que el presunto victimario se exonera rompiendo el nexo causal o 

acreditando causa extraña, entendida esta como la culpa exclusiva de la 
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víctima. de un tercero, o la fuerza mayor o caso fortuito; pudiendo atenuar 

su  responsabilidad  cuando se está frente a  una  concurrencia  de  culpas  

por  el  aporte conjunto de víctima y victimario en la producción del 

resultado dañoso. 

 

Que desde la fijación del litigio se tuvo por probado el hecho, y se está ante 

la situación que solo uno de los involucrados actuó en desarrollo de 

actividad peligrosa, con lo que se tiene probada la culpa, así como el daño 

que fue la muerte de CLAUDINO ASPRILLA; igualmente se tiene por 

probada las circunstancias de tiempo y lugar, aunque todos los 

demandados excepcionaron la “culpa exclusiva de la víctima”. 

 

Resaltó que no hubo versión alguna sobre las circunstancias  de  modo,  

tiempo  y  lugar  del  accidente  acaecido,  distinta  de  lo descrito  en  la  

Resolución   201850036256  del 10  de  mayo  de  2018, donde  el 

conductor SALAZAR GARCÍA  dijo que iba por la regional a una velocidad 

de entre 68 a 70 kilómetros por hora (Km/h), cuando la víctima apareció de 

improviso, pues salió corriendo por el lado izquierdo a mucha velocidad, sin 

que el conductor contara con tiempo para esquivarlo. 

 

Que la versión del testigo presencial EDINSON CASTRO GONZÁLEZ, no 

permite realizar una imagen clara de lo acontecido, porque solo indica  que  

escuchó un chirrido como de llanta y luego un “estruendo”.  Adicionó  que  

la  velocidad  del  taxi  “era  muy impresionante”. 

 

Que a partir del dictamen arrimado (escrito y sustentación), no se pudo 

establecer que el automotor transitara a una velocidad mayor de la 

permitida para la zona (80 km/h), y que de haberse superado dicho límite, 

ello no fue  lo  determinante  fáctica  ni  jurídicamente  en  la generación del 

daño, y que según el agente de tránsito, el ángulo de visión no se vio 

gravemente afectado por la velocidad que traía el taxi, todo por cuanto fue 

el peatón quien no calculó su trayecto en tiempo y forma. 
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Que fue  imposible  para  el  conductor  precaver  el resultado, pues actuó 

respetando las normas de tránsito y adoptó las medidas precisas que se 

debieron ejecutar para evitar el daño por  lo  que  el  elemento  de  la  

irresistibilidad  resulta debidamente acreditado; mientras que fue el peatón 

quien salió corriendo desde el lado izquierdo de la vía y con dirección al 

carril por donde venía el carro, lo que se  comprueba con  el lugar del 

impacto según el croquis, sin que pueda ignorarse que a 150 metros del 

lugar del accidente había un puente peatonal, y se trataba de una autopista 

que solo está destinada  para vehículos (artículo 105 C.N.T.). 

 

Que el conductor actuó dentro de su rango de prevención y mitigación, 

cumpliéndose el presupuesto de la exterioridad, concluyendo que el hecho 

dañoso no le es  imputable  jurídicamente, puesto que la cadena causal se 

vio interrumpida por el actuar de la víctima; siéndole irresistible, 

imprevisible y ajeno jurídicamente al conductor. Circunstancia que trae 

consigo una incidencia liberatoria, por lo que estimó la excepción “CULPA 

EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA”, exonerando de responsabilidad al 

conductor. 

 

Tal decisión fue apelada por los demandantes. 

 

 

DE LA APELACIÓN:  

 

 

Como reparos y sustentación del recurso presentado frente a la decisión de 

primera instancia, los recurrentes presentaron  los siguientes: 

 

1. Violación directa de normas de carácter sustancial, indicando que no 

se aplicó la reducción del monto indemnizable por concurrencia de 

culpas y no de actividades peligrosas, por lo que se desconoce el 
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artículo 2356 del C.C., a lo que agregó que ante la culpa de ambos 

agentes, no puede tenerse por consolidada la causa extraña, y como 

el conductor del rodante incurrió en exceso de velocidad, no podía 

hablarse de culpa exclusiva de la víctima. 

 

2. Violación directa por error de hecho por pretermisión o suposición de 

algunos medios de confirmación procesal, en la medida que se le 

restó valor a la pericia presentada por NATALIA AGUDELO 

MUÑETON, quien con fundamento en fórmulas científicas, indicó que 

el vehículo causante del daño iba a gran velocidad, y que por ello el 

conductor tenía reducido el espectro visual mermándose su 

capacidad de reacción, siendo el resultado previsible y resistible. 

 

Se pretermitió parcialmente el testimonio del guarda de tránsito, 

quien indicó que el puente estaba  a unos trescientos (300) metros  

del lugar del accidente,  y que no era propiamente peatonal sino que 

era un puente de acceso al metro; además dijo que por las huellas de 

frenado era claro el exceso de velocidad. 

 

Alegó suposición de la prueba decretada de oficio, al pretender 

colegir con un mapa de internet (google maps), que el puente 

peatonal más cercano estaba relativamente cerca. Esa herramienta 

no es navegación en tiempo real y requiere  actualización, con lo que 

se desconoció además lo dicho por el guarda de tránsito. 

 

Pretermisión del IPAC donde se dice que las huellas de frenado 

tenían más de 30 metros, lo que indica que el rodante comenzó a 

frenar mucho antes  del impacto final,  es decir que anticipó  el 

obstáculo, y da cuenta del exceso de velocidad. 

 

Por todo lo anterior concluyó que existe culpa del conductor, así sea 

mínima, lo que descarta la culpa exclusiva de la víctima. 



12  05001 31 03 013 2019 00362 01 
 

 

 

  

 

 

PRONUNCIAMIENTO DE LOS NO RECURRENTES: 

 

 

Solo se obtuvo pronunciamiento del codemandado ORLANDO DIEZ 

ÁVALOS,  quien señaló: 

 

1.  Se demostró, más allá de toda duda razonable, que la 

responsabilidad por el accidente fue aportada totalmente por el 

peatón, quien asumió el riesgo por cuenta propia al  no  acatar  la  

norma  de tránsito que obliga a  transitar  por zonas  seguras. El que 

la norma facilite  a la víctima la  carga de la prueba, no le excluye de 

responsabilidad. 

 

2. El  juez  practicó todas  las pruebas solicitadas, por lo que  pudo  

tener  una apreciación imparcial de lo acontecido, llevándolo al 

convencimiento que la conducta del peatón fue la determinante, sin 

que los demandados aportaran a la causa del accidente. 

 

3. Pese a que el dictamen del perito especialista deja claro que el 

vehículo excedía el límite de velocidad permitido,  ello es  irrelevante  

ante  el cruce súbito e irresponsable de la víctima directa, además la 

experticia no tiene en cuenta factores importantes como la edad de  

este -82 años-, por lo que debía estar con un  acompañante. 

 

4. El  testimonio del  guarda de tránsito sirve para probar, una vez más, 

que en el sector donde sucedieron los  hechos no  existen  pasos  

peatonales  seguros,  lo  cual  reafirma  la imprudencia del peatón. 

 

5. La prueba  referida al “mapa de Google”, confirma  las  condiciones 

geográficas del  sector  del  accidente, e  ilustra  de  manera  efectiva  
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la falta  de  cruces seguros para los peatones. No es una suposición, 

es prueba fehaciente de las condiciones de la vía. 

 

6. El informe IPAT confirma igualmente  las   condiciones geográficas 

del sector del accidente, e ilustra de manera efectiva la falta de 

cruces seguros para los peatones. 

 

Así las cosas, no concurriendo causal alguna de nulidad que invalide lo 

actuado, se resolverá la alzada, previas las siguientes;    

 

CONSIDERACIONES 

 

 

INTROITO: 

 

 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos y sobre ellos no hay 

lugar a reparo alguno; así mismo, examinada la actuación procesal en 

ambas instancias, no se observa irregularidad que pueda invalidar lo 

actuado, por lo que están presentes las condiciones necesarias para 

proferir sentencia de segunda instancia. 

 

De otro lado, del principio de la carga de la prueba, se tiene que el 

interesado debe probar el supuesto de hecho previsto en las normas para 

obtener el efecto jurídico perseguido; aunado que el juez debe fundar la 

decisión en las pruebas regular y oportunamente allegadas. 

 

Dados los reparos presentados, inicialmente el problema jurídico a resolver 

se contrae a establecer si nos encontramos frente a la causal eximente de 

responsabilidad denominada “culpa exclusiva de la víctima” para que se 

pueda exonerar a los demandados, sino, el grado de incidencia de aquella 

en la producción del resultado. 
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DE LA RESPONSABILIDAD RECLAMADA:  

 

 

La responsabilidad aquiliana descansa en la necesidad de reparar el daño, 

requiriendo que se tengan por satisfechos los siguientes presupuestos: dolo 

o culpa del llamado a responder; daño o perjuicio sufrido por la víctima; y, 

relación de causalidad entre aquéllos y éste; aunque tratándose de 

actividades peligrosas (artículo 2356 C.C.), entre la que está la conducción 

de vehículos automotores como claramente lo ha decantado la 

jurisprudencia1, para generarse el correspondiente deber se requiere la 

consolidación de los siguientes requisitos; i) perjuicio, ii) causado en 

ejercicio de actividad  peligrosa, y, iii) proveniente de actividad del 

demandado. 

 

No obstante, el accionado puede utilizar medios de defensa con el objetivo 

de enervar las pretensiones, punto del que la jurisprudencia recién indicó:  

 

“El concepto de “presunción de responsabilidad” en el ejercicio de actividades 
peligrosas, como las derivadas del transporte terrestre, ha sido acuñado por la 
Corte2. En estricto sentido, se trata de una “presunción de causalidad”, ante el 
imposible lógico de la “presunción de culpa».  

 
“Si la exoneración del demandado, como es conocido, deviene únicamente por la 
ruptura del elemento causal, ante la presencia de una causa extraña, el requisito 
de la culpa no resulta consustancial en un sistema de responsabilidad objetiva. 

 

 
1 Sobre el punto se ha indicado: “… Es pacífica la posición doctrinal que asume que el artículo 

2356 obliga a quien realiza una actividad peligrosa a indemnizar el daño que ocasiona a 

terceros en razón del despliegue de esa conducta. A tal respecto, esta Corte ha declarado en 

varias sentencias que cuando el daño proviene de ‘actividades caracterizadas por su 

peligrosidad’, de que es ejemplo el uso y manejo de un automóvil, el disparo de una arma de 

fuego o el empleo de una locomotora de vapor o de un motor, el hecho dañoso lleva en sí una 

presunción de culpa que releva a la víctima de la necesidad de tener que probar la del autor del 

daño.” (Subrayado intencional. Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia SC002-2018 del 

12 de enero de 2018) 
2 Cfr. CSJ. Civil. Sentencias de 14 de marzo de 1938; 14 de mayo de 1938; 14 de febrero de 

1955; 22 de febrero de 1995; 29 de julio de 2015; 30 de septiembre de 200; y 18 de diciembre de 

2012. 
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“El artículo 23563 del Código Civil, en consecuencia, se orienta por una presunción 
de responsabilidad. De ahí, como lo tiene sentado la Sala, la culpa no sirve para 
condenar ni para exonerar. Demostrado el hecho peligroso, el daño y la relación 
de causalidad entre aquel y este, la liberación de indemnizar deviene de la 
presencia de un elemento extraño. Se trata, entonces, de una actividad guiada por 
la responsabilidad objetiva. 
(…) 
“4.2.4. Ahora, existiendo roles riesgosos, no hay lugar a una responsabilidad con 
culpa probada o de neutralización de culpas, sino de una participación concausal o 
concurrencia de causas. Esto, por cuanto una actividad peligrosa no deja de serlo 
por el simple hecho de ser protagonista con otra acción de la misma naturaleza.  

 
“Sobre el punto ha dicho la Sala que “Si bien en un principio la doctrina de esta 
Corte resolvió el problema de las concausas o de la concurrencia de actividades 
peligrosas, adoptando diversas teorías como la “neutralización de presunciones”, 
“presunciones recíprocas”, y “relatividad de la peligrosidad”, fue a partir de la 
sentencia de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-01, en donde retomó la tesis 
de la intervención causal. 
  
“Al respecto, señaló:  
 
““(…) La (…) graduación de ‘culpas’ en presencia de actividades peligrosas 
concurrentes, [impone al] (…) juez [el deber] de (…) examinar a plenitud la 
conducta del autor y de la víctima para precisar su incidencia en el daño y 
determinar la responsabilidad de uno u otra, y así debe entenderse y aplicarse, 
desde luego, en la discreta, razonable y coherente autonomía axiológica de los 
elementos de convicción allegados regular y oportunamente al proceso con 
respeto de las garantías procesales y legales. 
 
““Más exactamente, el fallador apreciará el marco de circunstancias en que se 
produce el daño, sus condiciones de modo, tiempo y lugar, la naturaleza, 
equivalencia o asimetría de las actividades peligrosas concurrentes, sus 
características, complejidad, grado o magnitud de riesgo o peligro, los riesgos 
específicos, las situaciones concretas de especial riesgo y peligrosidad, y en 
particular, la incidencia causal de la conducta de los sujetos, precisando cuál es la 
determinante (imputatio facti) del quebranto, por cuanto desde el punto de vista 
normativo (imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta responsabilidad es 
objetivo y se remite al riesgo o peligro (…)”. 
 
“Así las cosas, la problemática de la concurrencia de actividades peligrosas se 
resuelve en el campo objetivo de las conductas de víctima y agente, y en la 
secuencia causal de las mismas en la generación del daño, siendo esa la manera 
de ponderar el quantum indemnizatorio”. 

 
“En tal caso, entonces, corresponde determinar la incidencia del comportamiento 
de cada uno de los agentes involucrados en la producción del resultado, para así 
deducir a cuál de ellos el daño le resulta imputable desde el punto de vista fáctico 
y, luego, jurídico. Como se dijo en el precedente antes citado, valorar la “(…) 
conducta de las partes en su materialidad objetiva y, en caso de encontrar 
probada también una culpa o dolo del afectado, estable[cer] su relevancia no en 

 
3 “Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, 

debe ser reparado por ésta”. 
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razón al factor culposo o doloso, sino al comportamiento objetivamente 
considerado en todo cuanto respecta a su incidencia causal”.4  

 

En tal sentido, la línea jurisprudencial resulta clara, entendiendo que 

tratándose de actividades peligrosas, a la víctima no le corresponde 

demostrar la culpa, pues solo debe probar: 1) la actividad peligrosa, 2) el 

daño, y, 3) la relación de causalidad. Es el llamado a responder quien debe 

demostrar el rompimiento de nexo causal, que la conducta no le es 

atribuible, o no es el autor del daño, y así las actividades sean 

concurrentes, debe proceder de tal manera cuando se le demanda, pues 

como dijo la Corte: 

 

“… A partir de la presunción de culpabilidad que rige en las acciones de 
responsabilidad extracontractual por daños ocasionados en el ejercicio de 
actividades peligrosas, se itera, la víctima sólo está obligada a probar el daño y la 
relación de causalidad, mientras que al autor para exonerarse está obligado a 
acreditar la presencia de un elemento extraño como causa exclusiva del daño, 
esto es, fuerza mayor o caso fortuito, culpa de la víctima o intervención de un 

tercero.”5  
 

 

DE LA CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA: 

 

 

La culpa o hecho exclusivo de la víctima como eximente de 

responsabilidad se caracteriza por ser irresistible, imprevisible y exterior, 

para de esta manera liberar al causante del daño o al llamado a responder, 

punto sobre el cual la jurisprudencia ha señalado: 

 

“Por el contrario, si la víctima intervino (con o sin culpa) en la creación del riesgo 
que ocasionó el daño que sufrió, entonces será considerada autora, partícipe o 
responsable exclusiva de su realización, casos en los cuales no habrá lugar a 
imputarle la responsabilidad a nadie más que a ella, por ser agente productora de 
su autolesión o destrucción, bien sea de manera exclusiva ora con la colaboración 
de alguien más… 
 

 
4 Corte Suprema de Justicia. Sentencia SC4420-2020. 
5 Corte Suprema de Justicia. Sentencia  SC 665-2019. 
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“Ahora bien, cuando la víctima no tuvo la posibilidad de crear o evitar producir el 
perjuicio que padeció, pues su realización estuvo por fuera de su capacidad de 
elección o decisión, pero sí pudo haber evitado exponerse al daño 
imprudentemente, el juicio de atribución se desplaza de la órbita de los riesgos 
creados por el agente a la órbita del propio riesgo que creó la víctima al 
quebrantar sus deberes de autocuidado. El juicio anterior de autoría o 
participación se ubicaba en la perspectiva del riesgo creado por el agente, que era 
visto como un peligro para la víctima; pero ahora, desde la perspectiva de los 
deberes de conducta de la víctima, se evalúa su propio riesgo de exponerse al 
daño creado por otra persona, y en este ámbito habrá de valorarse su incidencia 
en el desencadenamiento del resultado adverso. 
 
“Con otras palabras: la víctima es autora o partícipe exclusiva del riesgo que 
ocasionó el daño cuando tuvo la posibilidad de crearlo o de evitar su producción y, 
por lo tanto, es totalmente responsable de su propia desgracia. Por el contrario, 
cuando la víctima no intervino en la creación del peligro que sufrió porque no 
estuvo dentro de sus posibilidades de decisión, elección, control o realización, 
entonces no puede considerarse autora o partícipe del daño cuyo riesgo creó otra 
persona; y en tal caso sólo habrá de analizarse si se expuso a él con imprudencia, 
es decir si creó su propio riesgo mediante la infracción de un deber de conducta 
distinto al del agente, pues en este caso los patrones de comportamiento que hay 
que analizar son los que le imponen tener el cuidado de no exponerse al daño. De 
otro modo no tendría ningún sentido ni utilidad la distinción estructural entre la 
figura de la coparticipación solidaria (artículo 2344 del Código Civil) y la reducción 
de la indemnización por la exposición imprudente de la víctima al daño (artículo 
2357 ejusdem).” (Sala Civil. Sentencia SC002-2018 del 12 de enero de 2018) 

 

Como corolario parcial, la culpa exclusiva de la víctima se constituye en 

eximente de responsabilidad de quien se le impute el daño, solo si es  

absolutamente determinante del hecho, pues  si solo constituyó un aporte a 

la producción del accidente, en virtud de la  presunción que radica en el 

causante del daño, se deberá considerar la culpa compartida y determinar 

el grado de incidencia de cada uno de los sujetos  en el resultado. 

 

 

DEL CASO CONCRETO EN CUANTO A LA RESPONSABILIDAD: 

 

 

En el presente caso no hay debate en cuanto a que el día 31 de julio de 

2017 a las 09:00 horas, en la carrera 62 frente al número 82C-172 de la 

nomenclatura urbana de Medellín,  se presentó un accidente  de tránsito en 

el que estuvo involucrado el vehículo de placas TSK 914 conducido por 

JESÚS GILBERTO SALAZAR GARCÍA, el cual impactó al señor 
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CLAUDINO ASPRILLA RIVAS quien en ese momento se desplazaba como 

peatón,  causándole graves lesiones que a la postre llevaron a su muerte 

(ver folio 80 principal). 

 

Obra en el expediente el Informe Policial de Accidente de Tránsito número 

000660756, en el que se marcaron como características de la vía: recta, un 

sentido, una calzada, tres o más carriles, asfalto, buen estado, sin ninguna 

señal  vertical, condición climática normal; no se especificó hipótesis 

alguna como causa del accidente. En tal informe, se marca como lugar de 

impacto del automóvil su parte frontal, y en el croquis anexo se trazaron 

dos  huellas de frenado dejadas por el vehículo tipo taxi, de 37.70 y 47.70 

metros de longitud. 

 

En esos términos, se analizará si conducta de la víctima fue la única y 

determinante del resultado, o si la misma fue compartida con el actuar del 

conductor del vehículo de servicio público que lo atropelló. 

 

Para dilucidar lo anterior, ha de considerarse que don CLAUDINO en su 

condición de peatón, ingresó a la vía vehicular sin que estuviera habilitado 

o demarcado el paso peatonal, como tampoco que mediara señal de pare 

frente a los vehículos, ni semáforo, a lo que se suma que pese a su 

avanzada edad, 82 años, no iba acompañado, por lo que conforme el fallo 

de primera instancia se le tuvo como contraventor de los artículos  57, 58  y 

59 del Código Nacional de Tránsito Terrestre (ley 769 de 2002). 

 

No obstante, a juicio de la Sala y sobre el último supuesto normativo 

(artículo 59 del C. N. de T.T.), tratándose de personas de la tercera edad, 

el estar acompañadas de un mayor de dieciséis años, más que una 

infracción en sí misma, es un llamado a la solidaridad social y familiar con 

tal tipo de población, como lo dejó en claro el correspondiente juicio de 

constitucionalidad realizado a tal disposición, según sentencia la C 177 del 

13 de abril de 2016 dimanada de la Corte Constitucional.  
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Retomando, en las presentes está verificada la incidencia de la conducta 

de la víctima directa en el suceso, pero ello en sí mismo no constituye 

“culpa exclusiva de la víctima” según lo decidido en primera instancia, tal 

como se seguirá exponiendo.  

 

De las argumentaciones esbozadas por el Inspector de Tránsito en relación 

a JESÚS GILBERTO SALAZAR GARCÍA, conductor del rodante 

involucrado en el accidente de marras, ciertamente el mismo fue 

exonerado en el trámite contravencional, cuestión que tampoco está en 

discusión, pero ello no implica que se llegue a la misma conclusión de 

materia de responsabilidad civil, pues: en primer lugar, la decisión 

administrativa no ata a la judicial ni constituye cosa juzgada dentro del 

particular; en segundo término, es necesario rever y analizar elementos 

probatorios que no fueron considerados en las diligencias de tránsito; y, 

finalmente, existe un presupuesto que no podemos echar de menos, como 

es la ya aludida presunción de culpa en cabeza del demandado.  

 

Se cuestiona a la decisión atacada, que para desvanecer la 

responsabilidad de los demandados, no sólo bastaba analizar la conducta 

de la víctima directa, sino también que esa intervención se constituyó en un 

elemento que excluyó por completo la incidencia de la actividad peligrosa 

en el resultado final; lo que no ocurrió en las presentes en virtud de la 

prueba  aportada por activa y que da cuenta del exceso de velocidad con 

que transitaba el vehículo tipo taxi, prueba que no existía para el momento 

en que se  finiquitó el trámite contravencional. 

 

Sobre el particular, según el dictamen pericial allegado por la parte 

demandante y presentado por la perito experta matemática NATALIA 

AGUDELO MUÑETÓN, con fundamento en las huellas de frenado 

registradas en el Informe Policial de Accidente de Tránsito, se concluyó 

que: 
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“… [l]a velocidad con que se desplazaba  el móvil  al momento en que 
el conductor activo (sic) a fondo  el sistema de frenos  se establece 
como una velocidad entre 87.52 km/h y 93.13 km/h, lo cual prueba 
desde el punto de vista legal, que el conductor excedió la velocidad 
límite fijada en la vía de 80 km/h. 
 
“3. Ángulo de visión: De acuerdo al  esquema de la Figura 1 y con la 
velocidad de  colisión  calculada en el punto anterior, podemos decir 
que el ángulo de visión del conductor  del vehículo es 
aproximadamente 51 grados. Dado que en el momento del accidente 
eran las 9:00 horas, y la descripción de los daños materiales del 
vehículo fueron el parabrisas, guardabarros izquierdo, bomper 
izquierdo, retrovisor izquierdo , paral delantero izquierdo datos dados 
del informe policial de accidente de tránsito, el ángulo de visión que 
tenía el conductor no le permitía  ver al peatón y esto es debido a la 
velocidad que circulaba el vehículo 87.52 km/h (como mínimo). En el 
caso hipotético donde el conductor hubiese conservado  la velocidad  
sugerida por la vía máximo 80km/h, su ángulo de visión que sería  
aproximadamente 60 grados, le hubiese permitido  ver al peatón.” (fls. 
10-15, archivo 50DescorreTrasladoExcepciones – cuaderno principal - 
01. EXPEDIENTE REMITIDO POR EL JUZGADO). 

 

Dichas conclusiones fueron ratificadas por la perito en la audiencia de 

instrucción y juzgamiento, sin que ellas se controvirtieran ni se allegara 

prueba en contrario que desvirtuara lo allí señalado, lo que pone de 

manifiesto que si bien la conducta del peatón contribuyó para la producción 

del fatídico resultado, no fue la única, exclusiva y determinante causa del 

accidente, sino que el actuar del conductor del vehículo  de placas TSK 

914, quien se desplaza a exceso de velocidad,  también contribuyó al 

hecho. 

 

En este punto queda establecida una concausa, que de entrada implicaría 

la revocatoria del fallo apelado, para en su lugar acceder parcialmente a las 

pretensiones de la demanda; sin embargo, como se presentaron medios de 

defensa de fondo, hemos de adentrarnos en su estudio, tal como lo ordena 

el inciso 3º del artículo 282 del C. G. del P.. 
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ESTUDIO DE LAS EXCEPCIONES:  

 

 

De los medios de defensa propuestos por ORLANDO DIEZ ÁVALOS: 

 

 

La primera excepción se denominó “CULPA ÚNICA, DETERMINANTE Y 

EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA DIRECTA, SEÑOR CLAUDINO ASPRILLA 

RIVAS – RUPTURA DEL NEXO CAUSAL- INCUMPLIMIENTO A LA 

NORMA  DE TRÁNSITO, CRUCE POR UN LUGAR INDEBIDO, FALTA DE 

ACOMPAÑAMIENTO POR EDAD, LANZAMIENTO ALEATORIO A LA 

VÍA:”, pese a contener diversas hipótesis exculpatorias, por cuestiones 

metodológicas de entrada analizaremos lo relativo a la culpa exclusiva de 

la víctima.  

 

Como se dijo en líneas anteriores, es claro que la víctima directa se expuso 

imprudentemente al cruzar la vía en las condiciones que lo hizo. De ello no 

hay duda alguna, ¿pero se hubiera dado el mismo resultado si con el 

rodante que se causó el daño hubiera ido a la velocidad legalmente 

permitida? 

 

La respuesta para la Sala es negativa desde el mismo análisis pericial 

arrimado a las presentes, el cual aparte de demostrar el exceso de 

velocidad con que circulaba el rodante, también dejó en claro que tal 

conducta llevó a que el conductor del taxi viera reducida su ángulo visual 

de sesenta (60) a cincuenta y un (51) grados, lo que en concepto de la 

experta y que no fue redargüido, aumentó el riesgo del accidente, lo que 

resulta de recibo para este Tribunal, pues aparte de la experticia, las 

mismas reglas de la experiencia dejan en claro que a menor velocidad se 

reducen las consecuencias de cualquier accidente automotriz de las 

condiciones del que nos ocupa.   
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En ese sentido, las normas de tránsito no son un simple referente del 

comportamiento ciudadano, sino, su acatamiento salva vidas, siendo el 

exceso de velocidad uno de los mayores elementos de riesgo, donde en el 

caso en estudio, ello se combinó con la imprudencia del peatón, tal como 

quedó establecido.  

 

Concluyendo parcialmente, para la Sala el reproche al comportamiento del 

conductor del vehículo taxi, si bien es de menor entidad que frente al 

peatón, estuvo en la vulneración de la norma de tránsito como fue exceder 

el límite de velocidad, de lo que se hizo análisis emergiendo de tal manera 

su corresponsabilidad.  

 

Para la Sala tampoco es irrelevante que el conductor del taxi portara una 

licencia de conducción vencida, lo que incluso aquel aceptó ante las 

autoridades de tránsito.  

 

Se dice esto en la medida que tal documento público “de carácter personal 

e intransferible expedido por autoridad competente… autoriza a una 

persona para la conducción de vehículos…” (artículo 2º C.N. de T.T.), el 

mismo no es un simple requisito formal, pues cuando el Estado la expide 

ha verificado que el autorizado cumple los requisitos de ley y es idóneo 

para la actividad en términos de “aptitud física, mental y de coordinación 

motriz”, pues así lo deja en claro el artículo 19 de tal ordenamiento, donde 

tratándose de una actividad regulada la misma queda en entredicho en lo 

que concierne al señor SALAZAR GARCIA. 

 

No tener licencia de conducción o que la misma no esté vigente, deja en 

entredicho la capacidad física, mental y motriz del conductor, lo que resulta 

relevante en las presentes, máxime cuando se guiaba un vehículo de 

servicio público.   
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En ese sentido y concluyendo parcialmente, la excepción en estudio 

entendida como culpa exclusiva de la víctima, está llamada al fracaso, así 

como todas las esgrimidas en las presentes y basadas en los mismos 

argumentos, que por economía procesal se tienen por superadas con las 

consideraciones aquí presentadas6.  

 

En cuanto a las excepciones rotuladas como “PETICIÓN EXCESIVA DE 

PERJUICIOS” y “PAGO DE LO NO DEBIDO”, en la que se refiere que el 

proceso de responsabilidad civil no puede convertirse en fuente de 

enriquecimiento, y para que el perjuicio se reconozca debe ser cierto y 

estar probado.  

 

Para iniciar a resolver dichos medios de defensa, es claro que la afectación 

del orden moral es un perjuicio en sí mismo, donde en el evento que se 

vulnere el bien jurídico tutelado, el causante del daño o llamado a 

responder ha de hacerse cargo de los perjuicios causados, eso sí, siempre 

que el menoscabo se hubiera demostrado, pues como ha dicho la 

jurisprudencia:  

 
“En relación con la prueba (del daño moral), ha dicho esta Corporación, se ha de 
anotar que es, quizá, el tema en el que mayor confusión se advierte, como que 
suele entreverarse con la legitimación cuando se mira respecto de los parientes 
cercanos a la víctima desaparecida, para decir que ellos, por el hecho de ser tales, 
están exonerados de demostrarlos. Hay allí un gran equívoco que, justamente, 
proviene del significado o alcance que se le debe dar al término presunción. Ya … 
se anotó que, conforme viene planteado el cargo, este vocablo se toma acá como 
un eximente de prueba, es decir, como si se estuviera enfrente de una presunción 
iuris tantum. 
 

 
6 Así, se despachan negativamente la excepción de culpa exclusiva de la víctima, la que también 

fue presentada por el demandado DIEZ ÁVALOS como “INEXISTENCIA DE LA 

OBLIGACIÓN DEBIDO A LA AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD POR PARTE DEL 

SEÑOR JESÚS GILBERTO SALAZAR GARCÍA, ORLANDO DIEZ ÁVALOS, EMPRESA 

DE TAXIS BELÉN S.A.S. Y COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A., POR LA 

CONCURRENCIA DE LA CULPA ÚNICA, DETERMINANTE Y EXCLUSIVA DE LA 

VÍCTIMA DIRECTA” e “INEXISTENCIA DEL NEXO CAUSAL CON EL RESULTADO 

DAÑOSO – AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD”; y que también fue alegada por los 

codemandados EMPRESA DE TAXIS BELEN S.A.S. como “CAUSA EXTRAÑA - HECHO 

EXCLUSIVO DEL VÍCTIMA”, así como MUNDIAL DE SEGUROS S.A. que la rotuló como: 

“INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”. 
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“Sin embargo, no es tal la manera como la cuestión debe ser contemplada ya que 
allí no existe una presunción establecida por la ley. Es cierto que, en determinadas 
hipótesis, por demás excepcionales, la ley presume -o permite que se presuma- la 
existencia de perjuicios. Más no es tal cosa lo que sucede en el supuesto de los 
perjuicios morales subjetivos. 
 
“Entonces, cuando la jurisprudencia de la Corte ha hablado de presunción, ha 
querido decir que esta es judicial o de hombre. O sea, que la prueba dimana del 
razonamiento o inferencia que el juez lleva a cabo. Las bases de ese 
razonamiento o inferencia no son desconocidas, ocultas o arbitrarias. Por el 
contrario, se trata de una deducción cuya fuerza demostrativa entronca con 
clarísimas reglas o máximas de la experiencia de carácter antropológico y 
sociológico, reglas que permiten dar por sentado el afecto que los seres humanos, 
cualquiera sea su raza y condición social, experimentan por sus padres, hijos, 
hermanos o cónyuge. 
 
“Sin embargo, para salirle al paso a un eventual desbordamiento o distorsión que 
en el punto pueda aflorar, conviene añadir que esas reglas o máximas de la 
experiencia -como todo lo que tiene que ver con la conducta humana- no son de 
carácter absoluto. De ahí que sería necio negar que hay casos en los que el cariño 
o el amor no existe entre los miembros de una familia; o no surge con la misma 
intensidad que otra, o con respecto a alguno o algunos de los integrantes del 
núcleo. Mas cuando esto suceda, la prueba que tienda a establecerlo, o, por lo 
menos, a cuestionar las bases factuales sobre las que el sentimiento al que se 
alude suele desarrollarse -y, por consiguiente, a desvirtuar la inferencia que de 
otra  manera llevaría a cabo el juez-, no sería difícil, y si de hecho se incorpora al 
proceso, el juez, en su discreta soberanía, la evaluará y decidirá si en el caso 
particular sigue teniendo cabida la presunción, o si, por el contrario, ésta ha 

quedado desvanecida”. (Sentencia 28 de febrero de 1990). 
 

Entonces, de las pruebas arrimadas al proceso se tiene por demostrado el 

hecho dañoso materializado como fue la muerte a CLAUDINO ASPRILLA 

RIVAS, por lo que se presume la ocurrencia de esa afectación padecida en 

el ser interno de sus familiares, toda vez que en el orden normal de las 

cosas, el fallecimiento de un ser querido acarrea tristeza y congoja en 

quienes lo rodean y hacen parte de su núcleo más cercano. 

 

Lo anterior se desprende y corrobora de los testimonios rendidos por 

EDUAR MOSQUERA y MARLENY PAZ DE VACCA, así como de las 

mismas declaraciones de los demandantes, de las que puede extraerse 

que si bien es cierto el señor ASPRILLA RIVAS no convivía con todos sus 

hijos, también lo es que sostenía una buena relación con ellos, compartían 

tiempo juntos, se comunicaban telefónicamente, y que se reunían en 

fechas especiales y decembrinas. Fueron claros en decir que tal tragedia 
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les causó a los actores profunda tristeza, en lo cual son creíbles esos 

decires, lo que también se infiere de las propias reglas de la experiencia. 

 

Como conclusión parcial, los aludidos medios defensivos no serán 

estimados. 

 

En cuanto a la defensa denominada “DESCUENTOS DE SUMAS YA 

PAGADAS EFECTUADAS CON CARGO A LA PÓLIZA SOAT”, aparte que 

lo mismo no enerva las pretensiones de la demanda, tampoco existe 

prueba en el plenario sobre que a las víctimas de rebote se les haya 

cancelado concepto alguno con fundamento en el SOAT, ni a qué rubros 

correspondían, mucho menos la aseguradora que los solucionó, por lo que 

al no probarse lo pertinente, no podrá recibirse el efecto jurídico 

perseguido. 

 

Sobre el medio de defensa propuesto por el citado demandado rotulado 

como “REDUCCIÓN DE UNA POSIBLE INDEMNIZACIÓN”, que se fundó 

en la contribución de la víctima en la generación del daño, en 

consecuencia, la reducción del monto indemnizable, merece capítulo 

aparte dada su eventual procedencia y tal como se adelantó en líneas 

anteriores.  

 

 

Medios de defensa alegados por la EMPRESA DE TAXIS BELEN 

S.A.S.: 

 

 

Se tiene que el primer medio de defensa que presentó la codemandada en 

cita, fue el intitulado “AUSENCIA DE GUARDA MATERIAL EN CABEZA 

DE LA EMPRESA TAXIS BELÉN S.A.S.”, del que se dijo que las empresas 

afiliadoras de vehículos destinados al servicio público no tienen el poder de 



26  05001 31 03 013 2019 00362 01 
 

 

 

  

dirección, control ni vigilancia sobre los rodantes, lo que desvirtúa la 

presunción de guarda material. 

 

Sobre la responsabilidad de la empresa afiliadora, el Decreto 172 de 2001 

reglamentario del Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor 

Individual de Pasajeros en Vehículos Taxi, al remitir a la Ley 336 de 1996 o 

Estatuto General de Transporte, este último en su artículo 36 deja claro 

que;  

 
“Los conductores de los equipos destinados al servicio público de 
transporte serán contratados directamente por la empresa operadora 
de transporte, quien para todos los efectos será solidariamente 
responsable junto con el propietario del equipo.”.  

 

Lo anterior quiere decir que por ministerio legal, la empresa operadora del 

transporte, no es una simple afiliadora que solo percibe dividendos del 

ejercicio empresarial, sino, que es responsable solidariamente en lo 

relacionado con el giro de sus negocios, lo que obviamente incluye los 

daños que cause, cuestión que nos pone en los linderos establecidos en el 

artículo 2344 del C.C..   

 

Así, la empresa que afilie no puede evadir su responsabilidad, pues obra 

como guardiana de la cosa, por lo que debe responder solidariamente con 

los demás causantes del daño que hubieran sido demandados, ya que 

como ha dicho la doctrina:   

 

“4.3.1. Llegados a este punto, sea lo primero puntualizar que la presunción de 
guardianía de la actividad peligrosa que recae en las empresas de transporte, a 
las que se vinculan los vehículos con los que se presta el servicio público de que 
ellas se encargan, tiene lugar por el sólo hecho de la afiliación y comprende a 
“todas aquellas personas naturales o jurídicas de quienes se pueda predicar 
potestad, uso, mando, control o aprovechamiento efectivo del instrumento 
mediante el cual se realizan aquéllas actividades” (CSJ, SC del 26 de noviembre 
de 1999, Rad. 5220; se subraya). 
 
“Ese nexo, de raigambre jurídico, no material, deriva de la posibilidad en que ellas 
se encuentran, de dirigir la actividad concerniente con la movilización de pasajeros 
o cosas y de obtener provecho económico de tal gestión, razón por la cual esta 
Corporación ha reiterado que esa condición “[n]o requiere (…) que se tenga 
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físicamente la cosa (…) pues lo fundamental es que se posea el poder de mando 
en relación con la cosa, lo que supone un poder intelectual de control y dirección 
de la misma” (CSJ, SC 4750 del 31 de octubre de 2018, Rad. n.° 2011-00112-01; 
se subraya). 
 
“Y es, precisamente, en virtud de tal atribución inmaterial de manejo, que resulta 
dable exigir a los entes afiliadores que velen, en todo momento, por la actividad de 
los automotores, a fin de que impidan que con ella se irroguen daños a terceros, 
porque en caso de así acontecer, habrán de responder por los perjuicios 
ocasionados, independientemente o en concurso con las demás personas que 
ostenten la “guarda compartida”, noción “según la cual en el ejercicio de 
actividades peligrosas no es extraña la concurrencia de varias personas que, 
desde diversos ángulos y en atención a sus propios intereses o beneficios, puedan 
ejercer al tiempo y a su manera la dirección o control efectivo de aquellas y que a 
todas les impone el deber jurídico de impedir que se convierta en fuente de 
perjuicios para terceros” (CSJ, SC del 22 de abril de 1997, Rad. n.° 4753). 
 
“4.3.2. De las precisiones que se dejan expresadas, surge claro que, para 
desvirtuar la presunción en comento, corresponde a las empresas transportadoras 
acreditar la ocurrencia de hechos en virtud de los cuales fuere forzoso entender 
que perdieron el “poder intelectual de control y dirección” de la actividad peligrosa 
a que atrás se hizo referencia, sin que medie culpa de su parte, más no el control 
físico de la cosa.”7 

 

En esos términos el que el conductor que dirigía el vehículo al momento del 

accidente no hubiere sido afiliado o registrado en la afiliadora, no es un 

hecho del cual pueda inferirse que la empresa para ese momento hubiese  

perdido, el poder intelectual de control  y dirección de la actividad. 

 

Dicha omisión respecto al conductor a lo sumo constituye una 

contravención  a las reglas internas y contractuales  de la Sociedad, que  si 

es el caso darían lugar  a una sanción, pero ello no implicaba la pérdida de 

la guarda jurídica del automotor, razón por la cual el medio de defensa en 

estudio está llamado al fracaso.  

 

En ese mismo sentido, en cuanto a la defensa denominada “SUJECIÓN A 

LAS CONDICIONES DEL CONTRATO DE AFILIACIÓN EN 

TRATÁNDOSE DEL PAGO DE PERJUICIOS”, de la que se dijo que 

conforme el contrato de afiliación suscrito por las partes, las condenas 

judiciales por procesos de responsabilidad civil extracontractual serán 

 
7 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia SC 1731 de 2021. 
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asumidas por el propietario del vehículo, le son aplicables las 

consideraciones atrás realizadas en cuanto a este punto. 

 

A esto se agrega que, en gracia de discusión, el interesado no allegó el 

contrato de afiliación en que sustenta la excepción, pero en el evento que 

existiera dicha cláusula contractual, la misma no es oponible a los 

demandantes, en la medida que la solidaridad de la empresa afiliadora, es 

un mandato legal de obligatorio cumplimiento -ope lege-, y lo que se pacte 

en contrario no tiene por qué afectar a las víctimas de accidentes de 

tránsito que no fueron parte de esos pactos.  

 

En cuanto a la excepción denominada “EL NEXO DE CAUSALIDAD NO 

SE PRESUME”, dado el análisis efectuado de forma previa respecto a la 

incidencia de la conducta del conductor del vehículo tipo taxi en la 

producción del resultado, al transitar  sobrepasando el límite de velocidad,  

conforme se demostró con la experticia allegada y sustentada, donde la 

perito fue clara y contundente en señalar que si el chofer hubiese 

transitado a la velocidad permitida, su campo de visión hubiese sido más 

amplio pudiendo ver al peatón, con lo que  queda acreditado que el daño y 

resultado fueron parcialmente como consecuencia del actuar imprudente 

de SALAZAR GARCÍA.  

 

En este punto se agrega el sub argumento ya considerado, referente a la 

carencia de licencia de conducción por parte del conductor del taxi, lo cual 

indefectiblemente era del resorte de la empresa afiliadora, la cual no ejerció 

el control que le correspondía, permitiendo de esta manera el irregular 

ejercicio de la industria del transporte urbano, razón por la cual está 

llamada a responder. 

 

Sobre la excepción “CAUSA EXTRAÑA: HECHO EXCLUSIVO DEL 

VÍCTIMA”, de la misma nos hemos pronunciado desestimándola, por lo que 

para no redundar en argumento, a ello nos remitimos; y en cuanto al medio 
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de defensa que pide rebajar la indemnización, como ya lo anunciamos, 

será objeto de pronunciamiento en capítulo aparte dentro de esta 

providencia.  

 

También el codemandado en cita presentó la excepción que denominó 

“FALTA DE IDONEIDAD PROBATORIA DE LOS ANEXOS QUE 

SOPORTAN LA SUPUESTA INFRACCIÓN CONTRAVENCIONAL POR 

PARTE DEL SEÑOR JESÚS GILBERTO SALAZAR GARCÍA”, 

esgrimiéndose que la actora pretende probar el exceso de velocidad con 

fórmulas carentes de certificación, donde lo correcto hubiera sido la 

reconstrucción de accidentes de tránsito (RAT).  

 

Para despachar lo anterior, de cara a acreditar  los hechos de la demanda, 

en este caso particular la velocidad del automotor, no existe tarifa legal 

probatoria, siendo la pericia aportada  un medio  idóneo, serio  y 

convincente, que no fue controvertido ni desvirtuado por los demandados. 

 

En esos términos, la parte actora probó el supuesto fáctico pertinente, 

donde era la codemandada quien dentro del ejercicio probatorio le 

correspondía desvirtuar lo pertinente, donde al no haberlo hecho, no podrá 

obtener el efecto jurídico perseguido.  

 

Finalizando este punto, sobre el medio de defensa denominado 

“ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA O COBRO DE LO NO DEBIDO”, sería 

suficiente remitirnos al análisis que acabamos de realizar refiriéndonos a 

los medios de defensa denominados por otro de los codemandados como 

“PETICIÓN EXCESIVA DE PERJUICIOS” y “PAGO DE LO NO DEBIDO”; 

no obstante, aparte de lo dicho en su momento, en aras de la motivación 

debe decirse que la ocurrencia del accidente y sus consecuencias fatales 

fueron supuestos debidamente probados,  así como el exceso de velocidad  

con que transitaba el vehículo de servicio público.  
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Adicional a lo anterior, los perjuicios reclamados se  presumen  en los 

demandantes, aparte que se demostraron testimonialmente, por lo que lo 

pertinente debió redargüirse probatoriamente por los demandados, quienes 

no lo hicieron, razón por la cual no podrán obtener el efecto jurídico 

exculpatorio que pretenden.  

 

 

Excepciones propuestas por MUNDIAL DE SEGUROS S.A.: 

 

 

Como demandada directa y llamada en garantía, la aseguradora en cita en 

primer lugar propuso la excepción denominada “PRESCRIPCIÓN”, donde a 

pesar de los muy magros argumentos con que la sustentara, de todos 

modos será objeto de pronunciamiento en aras de no sacrificar los 

derechos de contradicción, tutela judicial efectiva y acceso a la 

administración de justicia. 

 

De tal institución extintiva, el artículo 1081 del C. de Co. establece: 

 

“La prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro 
o de las disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria. 
 
“La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde 
el momento en que el interesado haya tenido o debido tener 
conocimiento del hecho que da base a la acción. 
 
“La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda 
clase de personas y empezará a contarse desde el momento en que 
nace el respectivo derecho. 
 
“Estos términos no pueden ser modificados por las partes.” 

 

Por otro lado, el artículo 1131 del C. de Co. señala que: 

 
“En el seguro de responsabilidad se entenderá ocurrido el siniestro en 
el momento en que acaezca el hecho externo imputable al asegurado, 
fecha a partir de la cual correrá la prescripción respecto de la víctima. 
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Frente al asegurado ello ocurrirá desde cuando la víctima le formula la 
petición judicial o extrajudicial”. 
 

Sobre la aplicación de dichos preceptos, la Corte Suprema de Justicia, dijo: 

 

 

“… En punto de la violación directa que se le atribuye al Tribunal al declarar la 
prescripción de la acción, es ostensible que incurrió en desacertada interpretación 
de los preceptos que en el Código de Comercio tratan ese fenómeno con relación 
al contrato de seguro, pues a pesar de haber concebido que se estaba ejercitando 
la acción directa autorizada en el canon 1133, de los damnificados contra el 
asegurador, no tuvo en cuenta que armonizando los artículos 1081 y 1131 ibídem, 
afloraba con claridad que la prescripción llamada a disciplinar el asunto era la 
extraordinaria, la cual en lo esencial se caracteriza, porque requiere el transcurso 
de cinco (5) años a partir de cuando se consolida el derecho y es oponible contra 
toda persona, incluidos los incapaces; por lo que ha debido desestimar el medio 
exceptivo que se le planteó, pues partiendo del momento en que se causó el daño 
(12 de enero de 2003), hasta cuando la demanda se presentó (23 de marzo de 
2006), no había transcurrido dicho lapso produciéndose la interrupción en los 
términos del artículo 90 del  Código de Procedimiento Civil, en razón a que la 
notificación del auto admisorio se efectuó por aviso entregado el 09 de junio de la 
última anualidad reseñada.”8 

 

De lo anterior se tiene que la acción directa ejercida en este caso frente a 

la compañía de seguros, prescribe en el término de cinco años contados a 

partir del siniestro, lapso que en las presentes no se configuró, pues el 

hecho tuvo lugar el 31 de julio de 2017 y la demanda se presentó el día 11 

de septiembre de 2019, siendo notificada a la aseguradora el 18 de 

noviembre de este año. 

 

Sobre el mismo punto y respecto al llamamiento en garantía, si bien no se 

tiene certeza de la fecha en que se presentó la reclamación de los 

demandantes a la aseguradora, sí obra la respuesta dada el 29 de mayo 

de 2019 por MUNDIAL DE SEGUROS S.A. (archivo 16 respuesta 

aseguradora- expediente remitido por el juzgado), por lo que es desde 

aquella fecha que se cuenta el lapso extintivo de dos años, teniéndose por 

consolidado para el día 29  de mayo de 2021, y como los llamamientos se 

 
8 Corte Suprema de Justicia Sal de Casación Civil Sentencia del 8 de septiembre de 2.011, exp. 

73449-3103-001-2006-00049-01 M.P. RUTH MARINA DÍAZ RUEDA.  
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efectuaron el 15 de noviembre y 11 de diciembre, ambos de 2019, el medio 

de defensa propuesto por la aseguradora no está llamado a prosperar. 

 

Sobre la excepción enunciada como “INEXISTENCIA DE LA 

OBLIGACIÓN”, del que se dijo que no hay prueba que acredite que el 

accidente ocurrió por culpa del conductor asegurado y sí por circunstancias 

atribuibles exclusivamente a la víctima, es punto suficientemente analizado 

al definir el medio de defensa “culpa exclusiva de la víctima”, por lo que 

como ya lo anunciamos, nos remitimos a las correspondientes 

consideraciones.  

 

En lo que se relaciona con la excepción denominada “INEXISTENCIA DE 

LA OBLIGACIÓN POR EXCLUSIÓN EN LA PÓLIZA”, para lo que se 

argumentó que el conductor SALAZAR GARCÍA portaba licencia de 

conducción vencida, lo que constituye la exclusión N° 2.15 en el contrato 

de seguro, debe decirse que sobre el particular la jurisprudencia ha 

indicado:  

 

“4.2. Si bien es cierto, el artículo 1048 del C. Comercio, reza «hacen parte de la 
póliza: 1. La solicitud de seguro firmada por el tomador, y 2. Los anexos que se 
emitan para adicionar, modificar, suspender, renovar o revocar la póliza…»; 
también lo es, que entratándose de «exclusiones», se encuentra la siguiente 
normatividad aplicable al caso: 
 
“Art. 44 de la Ley 45 de 1990 «Requisitos de las pólizas. Las pólizas deberán 
ajustarse a las siguientes exigencias: 
 
“1º. Su contenido debe ceñirse a las normas que regulan el contrato de seguro, a 
la presente Ley y a las demás disposiciones imperativas que resulten aplicables, 
so pena de ineficacia de la estipulación respectiva. 
“2º. Deben redactarse en tal forma que sean de fácil comprensión para el 
asegurado. Por tanto, los caracteres tipográficos deben ser fácilmente legibles, y 
“3º. Los amparos básicos y las exclusiones deben figurar, en caracteres 
destacados, en la primera página de la póliza. 
 
“Art. 184 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero «…requisitos de la póliza. 
Las pólizas deberán sujetarse a las siguientes exigencias: 
 
“a. Su contenido debe ceñirse a las normas que regulan el contrato de seguro, al 
presente estatuto y a las demás disposiciones imperativas que resulten aplicables, 
so pena de ineficacia de la estipulación respectiva;  
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“b. Deben redactarse en tal forma que sean de fácil comprensión para el 
asegurado. Por tanto, los caracteres tipográficos deben ser fácilmente legibles, y  
“c. Los amparos básicos y las exclusiones deben figurar, en caracteres 
destacados, en la primera página de la póliza.  
 
“Las Circulares Externas No. 007 de 1996, emitida por la Superintendencia 
Financiera de Colombia, Capitulo II, 1.2.1.2.   «…A partir de la primera página de 
la póliza (amparos y exclusiones). 
 
“Los amparos básicos y todas las exclusiones que se estipulen deben consignarse 
en forma continua a partir de la primera página de la póliza. Estas deben figurar en 
caracteres destacados o resaltados, según los mismos lineamientos atrás 
señalados y en términos claros y concisos que proporcionen al tomador la 
información precisa sobre el verdadero alcance de la cobertura contratada. No se 
pueden consignar en las páginas interiores o en cláusulas posteriores exclusiones 
adicionales en forma distinta a la prevista en este numeral». 
 
“Y, 076 de 1999, «… 2. Primera página de la póliza. En esta página debe figurar, 
en caracteres destacados, según, los mismos lineamientos atrás señalados, y en 
términos claros y concisos que proporcionen al tomador la información precisa 
sobre el verdadero alcance de la cobertura contratada, los amparos básicos y 
todas y cada una de las exclusiones que se estipulen. Por ningún motivo se 
podrán consignar en las páginas interiores o en las cláusulas posteriores 
exclusiones adicionales que no se hallen previstas en la primera condición aquí 
estipulada» (subrayado fuera de texto). 
 
“4.3. En ese orden de ideas, la «exclusión» contenida en el «anexo a la póliza 
para seguro de vida individual» que en el sub júdice fue aportado como medio de 
acreditación, prueba esta que el Tribunal acusado tuvo como sustento para fincar 
su resolución, según viene de verse, resulta contraria a lo dispuesto en la ley, toda 
vez que el marco legal que regula precisamente el tema de las «exclusiones en las 
pólizas de seguro», dada su naturaleza pública, es de obligatorio cumplimiento y, 
por ende su inobservancia torna los pactos que se hagan en contrario como 
ineficaces, esto es, que no producen ningún efecto en el trafico jurídico. 
 
“Es por ello, que los argumentos expuestos por el ad-quem censurado, se 
advierten contradictorios al entendido que sobre el tema dispuso el legislador, 
circunstancia por la que habrán de impartirse las órdenes pertinentes en aras de 
conjurar dicha anomalía.” Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Rad. 11001-02-
03-000-2015-00036-00. 29 de enero de 2015. 

 

En el archivo denominado contestación de la aseguradora,  se encuentra la 

póliza de seguro N°2000002240 expedida por la COMPAÑÍA MUNDIAL DE 

SEGUROS S.A., en cuya carátula  no se encuentra consagrada la 

exclusión aquí alegada, ni existe la certeza de las condiciones generales 

suscritas por el tomador-asegurado, dado que no es posible identificarlas 

desde la carátula.  
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De tal manera, no hay forma de afirmar que las condiciones generales 

aportadas corresponden a la caratula relacionada. Con lo que decae el 

medio de defensa propuesto. 

 

En lo que tiene que ver con lo alegado como “LÍMITE ASEGURADO”, de lo 

que se expresó que en el evento de condenarse, debe tenerse en cuenta el 

límite de responsabilidad patrimonial del  asegurado, así como el 

deducible.  

 

Sobre ello, es asunto propio del contrato por el que se asumió el riesgo, lo 

cual precisa hasta donde ha de responder la aseguradora convocada, pero 

ese argumento en sí mismo no excluye la responsabilidad. De todos modos 

en este punto, se observarán las condiciones contractuales del contrato de 

seguro (fl. 7 archivo 39 contestación de mundial de seguros), pues en 

primer lugar el siniestro ocurrió dentro del término temporal de vigencia de 

la póliza, además que ello no fue objeto de debate, habiéndose amparado 

por los perjuicios  extrapatrimoniales, con un deducible  del 10% y como 

mínimo un (1) S.M.L.M.V.. 

 

 

De la excepción presentada por el Curador Al Litem de JESÚS 

GILBERTO SALAZAR GARCÍA: 

 

 

En relación a la denominada” INEXISTENCIA DE LA EXISTENCIA DE LA 

SOCIEDAD MARITAL DE HECHO DE LA DEMANDANTE GILMA 

MAQUILÓN SALAS”, si bien los testigos que comparecieron fueron 

coincidentes en señalar a la señora MAQUILÓN SALAS  como la 

compañera de la víctima directa, desde hace más de veinte años, también 

lo es que esa situación no se demostró en términos legales.  
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Se dice lo anterior en cuanto a que del artículo 4º de la ley 54 de 1990, 

establece que:  

 

“La existencia de la unión marital de hecho se establecerá por los 
medios ordinarios de prueba, consagrados en el Código de 
Procedimiento Civil y será de conocimiento de los jueces de familia, en 
primera instancia.”.  

 

Lo anterior significa que el presente juicio contencioso no es el escenario 

para declarar la unión marital de hecho entre una de las demandantes, 

doña GILMA, con la víctima directa, el difunto CLAUDINO. No, ello 

corresponde a la jurisdicción de Familia, tal como se desprende del artículo 

20 del C. G. del P., sin perjuicio de la competencia atribuida a los Notarios.  

 

Así las cosas, como el reclamo de perjuicios por parte de la codemandante 

GILMA  MAQUILÓN  SALAS se basó en su calidad de compañera 

permanente de  CLAUDINO ASPRILLA RIVAS, y ello no se probó en la 

forma legalmente prevista, en consecuencia las pretensiones de la misma 

están llamadas al fracaso.  

 

 

DE LA APLICACIÓN DE LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 2357 DEL 

C.C.: 

 

 

Sobre el particular, corroborada la responsabilidad compartida, da lugar a 

que la indemnización se calcule de acuerdo al porcentaje de participación  

e incidencia de cada uno de los sujetos en la generación del daño.  

 

Sobre la responsabilidad compartida, la jurisprudencia ha indicado:  

 
“… Pero como el daño no siempre tiene su origen en la culpa exclusiva de la 
víctima, o en el descuido único del demandado, sino que, en muchas ocasiones, 
tiene su manantial en la concurrencia de culpas de uno y otro, en negligencia tanto 
de la víctima como del autor del perjuicio, entonces, en este último evento, en 



36  05001 31 03 013 2019 00362 01 
 

 

 

  

virtud de la concausa, el demandado no puede ser obligado, sin quebranto de la 
equidad, a resarcir integralmente el daño sufrido por la víctima. Si la acción o la 
omisión culposa de esta fue motivo concurrente del perjuicio que sufre, 
necesariamente resulta ser el lesionado, al menos parcialmente, su propio 
victimario. Y si él ha contribuido a la producción del perjuicio cuya indemnización 
demanda, es indiscutible que en la parte del daño que se produjo por su propio 
obrar o por su particular omisión, no debe responder quien solo coadyuvó a su 
producción, quien realmente, no es el autor único, sino solamente su copartícipe.  
 
“Tal es el fundamento racional y lógico del artículo 2357 del Código Civil que 
expresa: ““La apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido 
se expuso a él imprudentemente”.  
 
“Pero reducir, según la inteligencia que a esa voz le da el diccionario de la Real 
Academia en el texto transcrito, es equivalente de disminuir, mas no de liberar y 
eximir del pago de la obligación.” (Corte Suprema de Justicia, sentencia del 9 de 
febrero de 1.976).  

 

Considera la Sala que conforme lo dicho sobre la concausa del accidente 

de marras, particularmente la entidad violatoria de las disposiciones de 

tránsito, la concurrencia se presenta en un 70% de incidencia por parte del 

peatón, y 30% como contribución del conductor del vehículo de servicio 

público, ya que como viene de verse, aquel fue quien con su conducta 

imprudente aportó en mayor medida a la ocurrencia del siniestro,  aunque 

ello no alcanza a eximir totalmente de responsabilidad al último, quien 

también contribuyó pero en menor proporción al desplazarse por encima 

del límite de velocidad y portar una licencia de conducción vencida, de ahí 

la aplicación porcentual referida, con lo que se tiene por prósperas la 

excepción en referencia y denominada “REDUCCIÓN DE UNA POSIBLE 

INDEMNIZACIÓN”. 

 

 

DE LA TASACION DE LA INDEMNIZACION (PERJUICIOS MORALES): 

 

 

Sobre los perjuicios inmateriales, únicos reclamados, al momento de 

estudiar la correspondiente excepción, ya se ha indicado que su existencia 

quedó establecida, donde de cara a su cuantificación haremos uso del 

“arbitrio juris”, concepto del que la Corte Suprema de Justicia ha señalado: 
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“13.1. La valoración del daño moral subjetivo, por su carácter inmaterial o 
extrapatrimonial, se ha confiado al discreto arbitrio de los falladores judiciales. 
Esto, por sí, lejos de autorizar interpretaciones antojadizas, les impone el deber de 
actuar con prudencia, valiéndose de los elementos de convicción que obren en el 
plenario y atendiendo la naturaleza del derecho afectado y la magnitud del daño. 
 
“Esta clase de daño, se ha dicho, “incide en la órbita de los afectos, en el mundo 
de los sentimientos más íntimos, pues consiste en el pesar, en la aflicción que 
padece la víctima por el comportamiento doloso o culposo de otro sujeto, por 
cuanto sus efectos solamente se producen en la entraña o en el alma de quien lo 
padece, al margen de los resultados que puedan generarse en su mundo exterior, 
pues en éstos consistirían los perjuicios morales objetivados”... 
 
“13.2. El propósito de su reconocimiento en el juicio es, como ha señalado la 
jurisprudencia, reparar las aflicciones al alma. Claro está, siguiendo el ponderado 
arbitrio iudicis, «con sujeción a los elementos de convicción y las particularidades 
de la situación litigiosa, sin perjuicio de los criterios orientadores de la 
jurisprudencia, en procura de una verdadera, justa, recta y eficiente impartición de 
justicia, derrotero y compromiso ineludible de todo juzgador» .  
 
“13.3. La reparación debe procurar una relativa satisfacción para no dejar 
incólume o impune la agresión; sin que represente una fuente de lucro injustificado 
que acabe desvirtuando la función asignada por la ley. Es posible establecer su 
quantum, sostuvo recientemente la Sala, «en el marco fáctico de circunstancias, 
condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o posición de la 
víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, 
aflicción o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial 
ponderado del fallador» .  
 
“Al juez, por tanto, le corresponde fijar el perjuicio extrapatrimonial, pero las bases 
de su razonamiento no deben ser arbitrarias. Se trata, sostuvo la Sala, «de una 
deducción cuya fuerza demostrativa entronca con clarísimas reglas o máximas de 
la experiencia de carácter antropológico y sociológico, reglas que permiten dar por 
sentado el afecto que los seres humanos, cualquiera sea su raza y condición 
social, experimentan por su padres, hijos, hermanos o cónyuge» ... 
 
“Si bien por las características propias, la fijación del quantum de la reparación no 

es cuestión fácil, ni puede sujetarse a estrictos criterios matemáticos, ello no es 

óbice para su tasación acudiendo a la prudencia racional del juez.”9 

 

De las pruebas arrimadas al proceso, demostrado el daño moral, permite 

establecer razonada y lógicamente la cuantía del perjuicio; por lo tanto, 

para servir de paliativo al dolor interno ocasionado con el hecho generador 

del daño se concederá a cada uno de sus hijos una indemnización de 

cincuenta (50) S.M.L.M.V., que reducidos en un 70 % por la concausa 

 
9  SC 4703 de 2021. 
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analizada, queda en quince (15) de estos instalamentos para cada uno de 

ellos.  

 

No se estimarán las pretensiones en relación de quien se presentó como 

compañera permanente, en la medida que la interesada no probó la 

correspondiente calidad.  

 

 

CONCLUSIÓN:  

 

 

Colofón de lo anterior habrá de revocarse el fallo impugnado, para en su 

lugar acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda en los 

términos aquí expuestos, dada la concurrencia de culpas en los términos 

del artículo 2357 del C. C., excepción hecha de las peticiones propias que 

presentara doña GILMA  MAQUILÓN  SALAS, pues la misma no probó su 

calidad de compañera permanente en relación al causante CLAUDINO 

ASPRILLA RIVAS. 

 

Finalmente, dada la prosperidad parcial de la demanda, no habrá condena 

en costas en ninguna de las instancias, tal como se desprende del artículo 

365.5 del C. G. del P..  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín, administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley;   

 

 

RESUELVE 
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PRIMERO: REVOCAR la sentencia calendada el cinco (5) de abril de dos 

mil veintiuno (2021), proferida por el Juzgado Trece Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín, según lo motivado.  

 

SEGUNDO: DECLARAR probadas las excepciones denominadas 

“REDUCCIÓN DE UNA POSIBLE INDEMNIZACIÓN” e 

“INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN  A INDEMNIZAR O 

REBAJAR AL MONTO A INDEMNIZAR”, en aplicación del 

artículo 2357 del C.C.. 

 

TERCERO:  ESTIMAR la excepción denominada “INEXISTENCIA DE LA 

SOCIEDAD MARITAL DE HECHO DE LA DEMANDANTE 

GILMA MAQUILÓN SALAS”, en relación a la demandante 

GILMA MAQUILÓN SALAS, por lo que las pretensiones de la 

misma corren la suerte del fracaso.  

 

CUARTO:  Se DECLARA a los ciudadanos JESÚS GILBERTO 

SALAZAR GARCÍA y ORLANDO DÍEZ ÁVALOS, así como a 

la  EMPRESA DE TAXIS BELÉN S.A.S.,  civil y 

solidariamente responsables por los daños y perjuicios 

causados a los demandantes  JUANA  ASPRILLA 

MAQUILÓN, FRANCISCA ASPRILLA MAQUILÓN, JHON 

CARLOS ASPRILLA MAQUILÓN, GILMA ASPRILLA 

MAQUILÓN,  KAREN  CRISTINA  ASPRILLA  MAQUILÓN,  

ANA  ISABEL  ASPRILLA  VERTEL,  MARLENYS ASPRILLA 

PÉREZ, LAUDINO ASPRILLA PÉREZ, CORNELIA 

ASPRILLA MENA, YISNEY ASPRILLA CÓRDOBA y 

WILLIAM ASPRILLA ARAGÓN, en los términos expuestos en 

la parte motiva de esta sentencia.  

 

QUINTO: CONDENAR a JESÚS GILBERTO SALAZAR GARCÍA, 

ORLANDO DÍEZ ÁVALOS, y a la EMPRESA DE TAXIS 
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BELÉN S.A.S,  pagar a  los demandantes JUANA  ASPRILLA 

MAQUILÓN, FRANCISCA ASPRILLA MAQUILÓN, JHON 

CARLOS ASPRILLA MAQUILÓN, GILMA ASPRILLA 

MAQUILÓN,  KAREN  CRISTINA  ASPRILLA  MAQUILÓN,  

ANA  ISABEL  ASPRILLA  VERTEL,  MARLENYS ASPRILLA 

PÉREZ, LAUDINO ASPRILLA PÉREZ, CORNELIA 

ASPRILLA MENA, YISNEY ASPRILLA CÓRDOBA y 

WILLIAM ASPRILLA ARAGÓN, el equivalente a quince (15) 

Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes, para cada 

uno de ellos, por concepto de los perjuicios morales 

causados con la muerte de CLAUDINO ASPRILLA RIVAS. 

 

PAR:  Las anteriores y correspondientes sumas deberán ser 

canceladas dentro de los diez (10) días siguientes a la 

ejecutoria de esta sentencia. En caso de no hacerse dentro 

de ese término, los demandados reconocerán a favor de los 

demandantes un interés moratorio legal civil a la tasa del seis 

por ciento (6%) anual, desde la fecha de la exigibilidad hasta 

el momento del pago. 

 

SEXTO: Se CONDENA a la COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS 

S.A., pagar a los demandantes mencionados en el acápite 

anterior, las sumas reconocidas en cumplimiento de la 

presente sentencia, de acuerdo a lo pactado en la póliza 

número 2000002240, aplicando el deducible correspondiente. 

 

SEPTIMO: Sin condena en costas en ninguna de las instancias. En firme 

lo aquí decidido, vuelva el expediente al Despacho de origen 

para lo de su cargo. 

 

Esta decisión se notifica por estados. 
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Notifíquese. 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

 

 

                                                                                

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ          MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

MAGISTRADO      MAGISTRADO 

 

 


